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			PRESENTACIÓN


			No pretendemos alarmar a nadie con el título que hemos elegido para este libro, compendio de trabajos de diferentes especialistas en la materia. Tan solo tratamos de dar respuesta a una pregunta («¿cobraremos la pensión?») que se ha instalado en el imaginario colectivo de nuestras sociedades avanzadas —a impulsos, sin duda, de intereses espurios— en aquellos lugares donde desde hace décadas vienen funcionando sistemas de pensiones públicas, de carácter contributivo en su financiación y de reparto en su asignación.

			Aunque el sistema público de pensiones es un tema de permanente actualidad, ha sido en los últimos años, coincidiendo con la crisis que hemos convenido en llamar la Gran Recesión (2007-2014), cuando se ha erigido en un tema de singular importancia en el debate sociopolítico de las sociedades europeas.

			A lo largo y ancho de la geografía europea se están sucediendo las reformas de los respectivos sistemas públicos de pensiones, modificando las pautas de su regulación y los recursos puestos a su disposición y, en última instancia, alterando parámetros básicos del funcionamiento económico y del equilibrio social y político de estas sociedades.

			Porque los sistemas públicos de pensiones no son solo un elemento sustancial de la política social de los países europeos, en particular, sino que a su vez constituyen un elemento singular de la política macroeconómica, por cuanto afectan de forma intensa, cuantitativamente hablando, al equilibrio presupuestario o a la demanda agregada, entre otras variables relevantes a estos efectos.

			Y, además, de manera destacada, suponen un mecanismo básico y sustancial para mejorar la distribución de la renta entre los ciudadanos y entre los territorios. Lo que, sin duda, afecta sobremanera al discurrir de los equilibrios sociales más básicos y al comportamiento político del conjunto de los ciudadanos. De ahí que la configuración de las pensiones públicas tenga mucho que ver con problemas de equidad, en particular de género, y se adentre también en situaciones de exclusión social y pobreza, presentes de forma cada vez más evidente y progresiva en las sociedades occidentales.

			Cualquier alteración, por tanto, de los parámetros que conforman dicho sistema de pensiones incide mucho más allá que sobre el colectivo específico objeto de tal prestación. De ahí que su debate no se circunscriba solo al mundo de las personas jubiladas, sino que transciende al conjunto de la población adulta. Se convierte, sin duda, en uno de los ejes destacados de la controversia política, de forma casi continua, y no menos en el transcurso de los debates electorales y parlamentarios.

			En las últimas décadas este debate se ha ido acentuando a medida que el escenario demográfico de las sociedades europeas se ha ido transformando hacia un mayor nivel de envejecimiento de la población, que ha introducido elementos de incertidumbre en los modelos de financiación de los sistemas de pensiones, basados en la mayor parte de los casos en esquemas de reparto (las pensiones en un período se financian con la recaudación, a través de diversas modalidades, obtenida en el mismo período). Esta circunstancia ha llevado a numerosos gobiernos europeos a plantearse modificaciones, más o menos sustanciales, en los modus operandi de esta prestación social y en las formas de obtener recursos para su financiación.

			Las incertidumbres se han intensificado con los efectos de la Gran Recesión, particularmente en aquellos sistemas financiados a partir de esquemas contributivos, porque la base de éstos —contribuyentes, es decir, ocupados, y bases de contribución, es decir, salarios— se ha visto gravemente afectada por el crac de empleo y las devaluaciones salariales derivadas de dicho crac y de las políticas implantadas (de «austeridad») para salir de esta situación crítica.

			España no es ajena a estos procesos y el sistema público de pensiones ha experimentado sucesivas reformas, hasta 2013, con acuerdos parlamentarios suscritos a través del denominado Pacto de Toledo (para el seguimiento y reforma, en su caso, de las pensiones públicas). Es en este año cuando se promulga una reforma del sistema, de gran calado por sus implicaciones para el futuro, sin atender a esta práctica parlamentaria del consenso.

			En líneas generales, las últimas reformas han optado por un modelo futuro que implicaría un menor nivel de pensiones medias, alterando la práctica usual hasta fechas recientes de mantener el poder adquisitivo de las pensiones. Parece que se ha impuesto la lógica del mercado, dejando al albur del mismo una parte creciente de las provisiones para la jubilación por parte de los ciudadanos. Esta lógica rompe con los esquemas más solidarios mantenidos hasta épocas recientes, da pie a mecanismos de ahorro individual y abre espacio para la expansión de un segmento del sistema financiero que, hasta la fecha, ha tenido escasa relevancia en el panorama español.

			Conviene, además, tener en cuenta que las reformas llevadas a cabo y las que estén por venir no son neutrales frente al funcionamiento del sistema económico en su conjunto. Optar por uno u otro modelo de esquema de pensiones, o por uno u otro mecanismo para su financiación, puede afectar al comportamiento de los agentes económicos, en su vertiente de consumidores, ahorradores o inversores, y, por extensión a la dinámica del sistema económico. Por ello, lo que se haga en materia de reforma de los sistemas de pensiones no es, para nada, ajeno a los discursos alternativos que se ofrecen en el panorama europeo en el campo de la política económica. Política y, por extensión, ideología no quedan fuera de este debate, pues está en juego una parte importante del reparto de la tarta de la generación de valor añadido del país.

			En este libro se trata de abordar buena parte de estas cuestiones, centrándonos en la óptica española y europea, analizando los comportamientos del sistema actual y las reformas implantadas y ofreciendo propuestas de reforma y modificación de los mecanismos vigentes bajo determinados supuestos. Y para ello contamos entre la nómina de autores con una parte destacada de los expertos académicos y del mundo de las Administraciones Públicas en esta materia.

			El contenido del libro es el resultado (obviamente revisado y ampliado) de las jornadas que se realizaron en Bilbao en abril de 2016, organizadas por las fundaciones Juan de los Toyos y Francisco Largo Caballero y bajo el patrocinio del Departamento de Empleo y Políticas Sociales del Gobierno Vasco. Allí debatimos durante dos días sobre el presente y el futuro de las pensiones públicas en España, siempre con referencia al contexto europeo y revisando las propuestas en circulación para el País Vasco. Debates que nos sirvieron a los ponentes, autores de los textos contenidos en este libro, para avanzar en nuestros análisis y propuestas sobre este tema de enorme transcendencia no solo para el futuro del Estado de Bienestar en el Estado Español sino también, más extensamente, del propio modelo económico que pretendamos construir en ese futuro que todos esperamos sea más venturoso para el conjunto de nuestros conciudadanos.

			El libro arranca con las reflexiones de Raúl Arza, presidente de la fundación Juan de los Toyos, quien en el Prólogo señala lo que a su juicio es lo primero, en el orden de las prioridades políticas inmediatas: las pensiones públicas.

			El primer capítulo nos introduce en uno de los temas olvidados con demasiada frecuencia al hablar de pensiones: las enormes diferencias de género que aquí también se manifiestan. En esta perspectiva, María Ángeles Durán, investigadora del CSIC y una de nuestras académicas más reconocidas en el campo de los estudios de género, señala que a partir de los 65 años la situación económica de hombres y mujeres sufre un cambio importante, que obliga a reflexionar sobre conceptos clave de la economía y sociología tales como producción, riqueza, desigualdad o pobreza. Estudia, a partir de las encuestas de uso del tiempo del INE y otras fuentes, que la carga total diaria de trabajo de las mujeres supera en una hora a la de los hombres durante todo el ciclo vital y se acentúa en la edad poslaboral. En paralelo, observa que los varones abandonan el mercado de trabajo y reciben en su mayoría pensiones contributivas superiores al salario mínimo. Pero, por tradición cultural, contribuyen escasamente al trabajo no remunerado de los hogares. Las mujeres reciben pensiones más bajas que los hombres (29 % más bajas) en todas las comunidades autónomas, y las desigualdades son mayores en las más industrializadas y ricas. Una proporción importante de mujeres no tiene pensión ni ingresos propios, y sin embargo continúan prestando una contribución esencial para el bienestar colectivo mediante el trabajo no remunerado del cuidado a todos los miembros de su familia. Los hogares actúan como reductores de la desigualdad monetaria, pero perpetúan la desigualdad en el acceso al tiempo para uno mismo. La demanda de trabajo de cuidados se incrementará en los próximos años por el envejecimiento demográfico, por lo que la búsqueda de un modo justo de repartir la carga es un reto urgente, tanto intelectual como político.

			Valeriano Gómez, economista y exministro de Trabajo e Inmigración, inicia, en el capítulo segundo del libro, el análisis de la situación del sistema de pensiones públicas en España haciendo un repaso histórico de los principales hitos que han ido conformándolo a lo largo de las últimas décadas. Considera que la evolución del gasto social en España muestra un retraso de más de un tercio de siglo respecto a los patrones del entorno europeo más avanzado en la materia y se centra, en un primer apartado, en el análisis de la evolución del sistema público de pensiones en España durante el período de casi cuatro décadas desde que se afronta su modernización al final de la década de los sesenta y primeros años setenta del pasado siglo. En el segundo apartado se lleva a cabo un repaso del funcionamiento del sistema de pensiones español a la luz del modelo clásico de un esquema de reparto. El análisis se detiene de manera especial en las implicaciones de los factores demográficos y de las perspectivas a largo plazo para explicar las razones que están en el origen del proceso de reformas implantado en el sistema español de pensiones a partir de 1985 hasta la reforma de 2011, la más amplia, por su contenido, de todas las llevadas a cabo en la historia del sistema español de pensiones.

			En el tercer capítulo Ignacio Zubiri, catedrático de Economía en la Universidad del País Vasco, desarrolla un análisis detallado de las características del sistema español de pensiones públicas. En este trabajo se revisan los problemas a los que se enfrenta dicho sistema, las reformas realizadas en los últimos años y las implicaciones de estas reformas. Se constata que estas reformas se han limitado a reducir la cuantía de las pensiones públicas. En el corto plazo, la reducción acumulada será en 2017 del 6 %. A pesar de ello no han conseguido resolver los problemas financieros de corto plazo, lo que ha obligado a utilizar un fondo de reserva que se está agotando. A largo plazo, la reducción de la cuantía de la pensión puede llegar al 35 %. Más importante aún: a criterio del profesor Zubiri, durante mucho tiempo el valor real de la pensión de un jubilado disminuirá a medida que envejezca. Si no se cambia el sistema, fruto de las más recientes reformas, esto desembocará en una situación de población envejecida y empobrecida.

			Introducidos en los procesos de reforma de los sistemas públicos de pensiones, Borja Suárez, profesor titular de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social en la Universidad Autónoma de Madrid, se centra, en el capítulo cuarto, en el análisis de las dos grandes reformas realizadas en los últimos años, destinadas, como aspecto común, a garantizar la sostenibilidad del sistema pero con implicaciones muy diversas en términos de adecuación de las pensiones y de recognoscibilidad del modelo. El capítulo analiza críticamente esta evolución y las principales características de cada una de estas iniciativas. Se destaca el carácter consensuado, social y políticamente, de los recortes paramétricos de 2011, que refuerzan la contributividad del sistema a través de una revisión al alza de la edad de jubilación y una extensión del período de cotización necesario para tener derecho a una pensión plena. La atención se centra después en la reforma de 2013, que introduce unos cambios de envergadura pese a la apariencia: la sustitución del mecanismo de revalorización de las pensiones y un novedoso factor de sostenibilidad. Ambas medidas son examinadas desde distintas perspectivas, como su difícil encaje constitucional y su potencial impacto, que, de llegarse a consolidar, modificará la actual configuración del sistema de pensiones.

			En 1995 —indica José Antonio Panizo Robles, administrador civil del Estado, en el capítulo quinto de esta obra— la representación parlamentaria de la sociedad española suscribió un gran pacto político (reeditado en 2003 y 2011) sobre el sistema público de pensiones. Dicho pacto estuvo acompañado de acuerdos sociales sobre las medidas que debían acometerse para, en un marco de mejora continua, dotar de mayores niveles de sostenibilidad al sistema de pensiones públicas y, de este modo, poder afrontar los retos que iban a presentarse, en especial los derivados del envejecimiento de la población, así como de la propia maduración del sistema. Sendos acuerdos (político y social) han permitido que, durante más de 15 años, se hayan ido adoptando, con un fuerte respaldo político y social, reformas paulatinas de ese sistema.

			No obstante, la crisis económica, en la que todavía estamos de alguna manera inmersos, ha evidenciado la necesidad de acelerar la puesta en práctica de las medidas ya establecidas en la Ley 27/2011. Sin embargo, en vez de seguir la forma en que se venían implantando previamente las reformas, en 2013 se impulsó una reforma unilateral que, agravada por las consecuencias de determinadas políticas, ha abocado al sistema público de pensiones a un panorama que obliga a un replanteamiento de ese mismo sistema, en especial en lo que respecta a los ingresos con que hacer frente a sus obligaciones, todo ello si se desea que las pensiones públicas sigan cumpliendo, como lo han hecho durante más de 50 años, su papel de elemento básico de mantenimiento de rentas, de solidaridad y de cohesión social.

			Avanzando en esta línea analítica sobre las reformas del sistema público de pensiones, el profesor Zubiri, autor también del capítulo sexto de esta obra, afirma que, como consecuencia de todo lo anterior, el sistema español de pensiones está en una encrucijada. Debe optar por un modelo actuarial (en que los ingresos determinan las pensiones) o por un modelo social (en que las pensiones que se desean determinan los ingresos). La primera opción conduce a pensiones sustancialmente más bajas que las actuales. La segunda requiere recursos adicionales que, en función de cuánto empleo se cree, pueden ser sustanciales. Este trabajo alega que el modelo social es la opción más justa porque los trabajadores tienen derecho a cobrar pensiones similares a las que están pagando con sus cotizaciones. Este modelo es económicamente sostenible y se propone que los recursos adicionales provengan de un impuesto nuevo sobre rentas no salariales, de los ingresos generales del Estado y, moderadamente, de cotizaciones sociales. También se propone redotar adecuadamente el Fondo de Reserva y no usarlo hasta 2030.

			Fidel Ferreras, colaborador del Instituto Marx Plank, de Alemania, analiza el contexto europeo del mundo de las pensiones públicas, en el séptimo capítulo de este libro, afirmando que algunos autores consideran que las crisis económicas de los últimos años han podido ser «programadas» para llevar a cabo de forma continua importantes cambios en las sociedades europeas que también afectan a los sistemas públicos de pensiones.

			Y ese contexto de cambios constantes constituye una justificación expresa, por parte de ciertas opciones políticas, para llevar a cabo, según este autor, reformas de cariz ideológico, entre otras, en la regulación de las relaciones laborales y de los sistemas públicos de pensiones.

			No obstante, considera que las medidas adoptadas en los países europeos durante la crisis ni mucho menos han sido unánimes respecto, por ejemplo, a la revalorización anual de las pensiones, al fijar la cuantía de la pensión de jubilación en función de diferentes variables, tales como la expectativa de vida, la evolución económica, etc. A tales efectos analiza, con objeto de ofrecer elementos para la comparación con la situación española, los modelos de pensiones públicas de Alemania y Francia y las más recientes reformas que se han llevado a cabo en ellos.

			En el capítulo octavo del libro, el profesor Santos Miguel Ruesga, catedrático de Economía Aplicada en la Universidad Autónoma de Madrid, se plantea los escenarios de futuro a los que se enfrenta el sistema público de pensiones español a la luz de la evolución de las principales variables económicas y demográficas sobre las que está construido.

			Particularmente se analiza en este capítulo la situación y evolución futura de los factores fundamentales que afectan a la evolución del equilibrio financiero en un sistema contributivo, como el español, es decir, los demográficos, económicos y laborales, y de ahí se extraen algunas conclusiones sobre las expectativas que se pueden generar de aquí en adelante.

			Finalmente, Octavio Granado Martínez, que fue secretario de Estado de la Seguridad Social, se interroga, en el noveno capítulo, sobre la viabilidad y, en su caso, conveniencia de un sistema propio de protección social en el País Vasco. Haciendo frente al reto planteado desde diferentes instancias políticas y sociales del país, que abogan por ello, Octavio Granado va desgranando argumentos en torno a la viabilidad de tal propuesta para contrastar la consistencia de una opción de tal envergadura desde una perspectiva histórico-institucional y en un plano jurídico y de entorno. A continuación se interroga sobre los problemas de sostenibilidad económica de un sistema propio para los territorios forales.

			Y con todo ello concluye que la propuesta de creación de un sistema propio de protección social tiene carencias constitucionales y una economía de escala mucho más reducida, que pone en peligro su capacidad funcional en un entorno cada vez más complejo; y sobre todo, la solidaridad interna del sistema se está cumpliendo sobradamente en el caso vasco, en el que tanto los pensionistas como el conjunto de los ciudadanos se benefician de aportaciones generadas por el conjunto del Estado.

			Este libro se cierra con las palabras que, a modo de epílogo, escribe María del Carmen Barrera, miembro de la Comisión Ejecutiva Confederal de UGT, encargada de los temas de política social dentro de este organismo, quien se encargó de clausurar las jornadas que dieron lugar a los textos que aquí se presentan.

			No queremos cerrar esta presentación del libro Presente y futuro de las pensiones públicas en España sin agradecer de forma expresa a Almudena Asenjo, directora de la Fundación Francisco Largo Caballero, sus habituales eficacia y diligencia en la labor de organización de importantes eventos académicos y de debate sobre temas de destacada trascendencia económica y social para la ciudadanía no solo local sino del mundo en el que habitamos. Ella es la artífice de que nos encontráramos los autores de este libro en Bilbao, allá por los días finales del mes de abril del año 2016.

			Nuestro agradecimiento también destacado a Raúl Arza, presidente de la Fundación Juan de los Toyos, entidad coorganizadora y patrocinadora de ese evento e impulsor de que nuestras disquisiciones verbales en aquella reunión se hayan convertido en el libro que ahora ustedes tienen en sus manos.

			Añadimos nuestros más sinceros agradecimientos a Ángel Toña, consejero del Gobierno Vasco en el momento en que se celebró el seminario que a todos los autores nos reunió en Bilbao, que nos apoyó en el patrocinio de la institución que dirigía y, sobre todo, con su presencia y entusiasta aportación al debate sobre el futuro de las pensiones en el País Vasco y más allá.

			Finalmente, no queremos cerrar este capítulo de agradecimiento sin hacerlo extensivo a numerosos amigos, colegas e incluso estudiantes de nuestros respectivos centros de trabajo que con su interés, ánimo crítico y afán de conocimiento han contribuido de forma singular a perfilar el resultado final de nuestros análisis y de las propuestas contenidas en este libro. A todos ellos, gracias.

			Y al criterio del lector dejamos la crítica de lo que aquí se presenta, que sin duda contribuirá al avance de las ideas que habrán de alumbrar un sistema público de pensiones en el Estado español solidario, suficiente y sostenible en el inmediato futuro, en la senda del que construimos en décadas pasadas.

			Madrid, diciembre de 2016.

			SANTOS M. RUESGA, VALERIANO GÓMEZ Y BORJA SUÁREZ

			Editores

		

	
		
			PRÓLOGO


			Las pensiones públicas, lo primero

			La Fundación Juan de los Toyos ha querido colaborar con este debate sobre el futuro de las pensiones y por ello organizó unas jornadas que han servido de base para la publicación de este libro de tanta actualidad. Puede que a alguien le parezca exagerado el título de este prólogo. Intentaré explicarlo. Caben pocas dudas acerca de que el sistema público de pensiones es uno de los mayores avances que ha realizado la sociedad civilizada. Antes de su creación, como hoy sucede en los países donde no existe o donde las pensiones no son suficientes, la vejez era la principal fuente de pobreza e inseguridad de la vida. Trabajar desde la niñez no era garantía, especialmente si no se disponía de hijos, más que de deterioro físico y vida miserable. Las cosas, con la aparición de los sistemas públicos de pensiones, que han traído la dignidad a los últimos años de vida, han cambiado tanto que hoy resultaría tan inimaginable una vida sin una pensión suficiente como no disponer de una sanidad pública tanto para ricos como para pobres.

			El sistema público de pensiones español se encuentra hoy con dificultades tanto a corto plazo como a largo. Esta es la primera razón del título de este artículo: se necesitan soluciones para estas dificultades y desde diferentes perspectivas políticas se ofrecen respuestas muy diversas. No todas las respuestas van dirigidas a defender y mantener el sistema público de pensiones. El abanico de estos planteamientos oscila entre revitalizar y sostener el sistema con las medidas necesarias para garantizar un sistema público de pensiones suficientes, en el que la pensión se paga con los recursos sociales que genera la economía en cada momento, y las opuestas, que pretenden transformarlo en un sistema privado, como los fondos de capitalización, pasando por fórmulas intermedias que pretenden desnaturalizar el sistema para convertirlo en un híbrido, es decir, en un sistema público pero que funcione como los fondos privados: tanto has ingresado, tanto tendrás de pensión, independientemente de los niveles de renta y riqueza de los que dispone la sociedad.

			En suma, las opciones se diferencian en la concepción del sistema público de pensiones como algo inserto en el sistema económico y social y en la redistribución del conjunto de los recursos generados en el país en cada momento (de ahí que se denomine sistema de reparto), llevando a sus últimas consecuencias el concepto de solidaridad, o como un sistema separado, más o menos estanco, que solo ha de contar con lo que sus participantes aporten en cada momento del tiempo o bien hayan aportado en el pasado, un concepto que se denomina «contributividad» y que ciertamente ha presidido el funcionamiento de los sistemas públicos de pensiones a lo largo de su historia, si bien a nuestro juicio no se ajusta a la situación presente y futura ni sirve ya para mantener dichos sistemas. Se comprenderá mejor —esperamos— al explicar los problemas y sus alternativas.

			Causas y soluciones de la crisis actual e inmediata de nuestro sistema de pensiones

			Desde 2012 se ha producido un desfase en el sistema público de pensiones que evidencia que el gasto en las prestaciones que paga supera los ingresos que obtiene de las cotizaciones sociales de los que se encuentran trabajando y haciendo aportaciones. Este desequilibrio es, solamente en parte, nuevo. Se deriva, por un lado, de la caída brutal del empleo y de los cotizantes como consecuencia de la crisis económica y de los sistemas de ajuste laboral vigentes en España, que ocasionan que en las crisis las empresas destruyan mucho más empleo que en otros países. Junto a ello, se han extendido los mecanismos de precarización del empleo, con la extensión de los contratos temporales, de cada vez menor duración, y con el considerable aumento del empleo a tiempo parcial con jornadas laborales muy cortas, que implica una caída de la intensidad del empleo. Todo ello conforma un primer elemento que pone en cuestión el concepto tradicional de contributividad.
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			FUENTE: Gabinete Técnico Confederal de UGT (2016) sobre datos SEPE.

			Figura P.1.—Porcentaje de contratos de duración igual o menor a 7 días sobre el total de contratos registrados.
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			FUENTE: Gabinete Técnico Confederal de UGT (2016) sobre datos SEPE.

			Figura P.2.—Porcentaje de contratos a tiempo parcial sobre el total de contratos y a tiempo parcial indefinidos sobre el total de indefinidos registrados.

			Por otro lado, las últimas reformas laborales han causado un proceso persistente de devaluación de los salarios, tanto de los ya existentes como de los nuevos empleos que se crean, y que tienen, por tanto, bases de cotización mucho más bajas y aportaciones al sistema de pensiones claramente inferiores. Hasta ahora nunca se había producido con tanta fuerza este fenómeno porque los salarios habían venido creciendo de manera continuada década tras década y, por tanto, los salarios presentes eran muy superiores a las nuevas pensiones (calculadas con salarios percibidos a lo largo de períodos anteriores y, en consecuencia, más bajos). Este es el segundo elemento que cuestiona el concepto de contributividad.

			Además, los mecanismos de determinación de los salarios, los convenios colectivos, han ido siendo debilitados a lo largo del tiempo (y de forma especialmente grave con la última reforma laboral de 2012), lo que viene induciendo, desde hace mucho tiempo, a que los salarios crezcan cada vez menos y los excedentes y rentas empresariales acaparen cada vez una mayor parte de la renta producida. En este momento, la situación es tan grave que los convenios se han convertido en instrumentos para mantener y acentuar el proceso de devaluación de los salarios, tercer elemento que cuestiona la contributividad como concepto útil en estas nuevas circunstancias para sostener el sistema público de pensiones.
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			Nota: La población total con empleo asalariado se divide en diez partes iguales, ordenadas de menor a mayor nivel salarial (del 1 al 10) para conocer la evolución de los salarios más bajos y más altos.

			FUENTE: Gabinete Técnico Confederal de UGT (2016).

			Figura P.3.—Pérdida porcentual de poder adquisitivo de los salarios por cada decil de población durante la crisis (2010-2014).

			Finalmente, en los últimos años se ha venido utilizando la Seguridad Social para facilitar a las empresas ayudas a la contratación a través de la reducción de cotizaciones sociales, lo que ha ocasionado unas importantes pérdidas de ingresos que superan, según los presupuestos de la Seguridad Social, los dos mil millones de euros anuales, lo cual es otro elemento que ha coadyuvado al déficit que muestra el sistema de pensiones.

			Todos estos elementos se suman para determinar una evolución de los ingresos cada vez más incapaz de hacer frente al crecimiento de los gastos en prestaciones (un incremento por otra parte no muy elevado sino más moderado que los años anteriores a la crisis). Lo más preocupante es que la brecha entre ingresos y gastos se va abriendo cada vez más, elevándose de año en año desde 2012 de forma acelerada, y que el cambio en la coyuntura del empleo, su crecimiento desde 2014, no ha detenido este proceso de aumento del desajuste de las cuentas de la Seguridad Social.

			En poco tiempo, y a este ritmo, aproximadamente en un par de años, siendo optimistas, el Fondo de Reserva con el que actualmente se vienen cubriendo esos desfases entre ingresos y gastos se habrá consumido. En este caso el desequilibrio en las cuentas de la Seguridad Social tendrá que ser cubierto total y directamente con aportaciones de los Presupuestos Generales del Estado. Si en 2015 el desajuste entre ingresos y gastos ha superado los 17.000 millones de euros, de mantenerse el ritmo actual, en 2018 podría elevarse hasta el 4 % del PIB.

			Para entonces, si no lo hemos resuelto antes, se planteará la cuestión de qué hacer con ese desajuste. Solo caben dos alternativas para hacerle frente: incrementar los ingresos o reducir los gastos. Cualquier reducción de estos implica un recorte de las pensiones, lo cual es injusto por partida doble: porque los pensionistas habrán de ser las víctimas de esta decisión y porque no son las pensiones las que han ocasionado la caída tendencial de los ingresos y puesto en crisis la financiación del gasto.

			Sería más justo y más deseable, si defendemos un sistema público de pensiones con prestaciones suficientes, que se actuara por la vía de los ingresos. Para ello hay tres posibilidades. La primera, por más obvia, incrementar el tipo de cotización. Pero, aparte de las enormes resistencias que opondrían los representantes empresariales (y de la utilización del asunto que haría el sistema financiero para defender el recorte de las pensiones y facilitar el paso a los fondos privados de pensiones), la subida de tipos tendría que ser de tal calibre —en la actualidad ya habría de alcanzar los seis puntos— que implicaría graves daños sobre la actividad económica y del empleo.

			La segunda opción consiste en desactivar primero e invertir después los factores que han causado la erosión de las bases de cotización. Es decir, aquellos que han dado lugar a que los ingresos derivados de las cotizaciones sean tendencialmente menores, que ya hemos explicado. Por un lado, el avance continuado de la precarización del empleo (temporalidad y tiempo parcial), que ya ha sobrepasado el umbral de insostenibilidad a partir del cual el empleo precario es proporcionalmente tan grande que merma las cotizaciones hasta el punto de poner en riesgo la financiación de las pensiones. Por otro lado, la devaluación de los salarios, con los múltiples mecanismos puestos en marcha por las reformas laborales de 2010 y 2012 (modificaciones unilaterales de los salarios por parte de los empresarios, descuelgues de los convenios colectivos y debilitamiento y limitación de la capacidad sindical de negociación en los convenios), que han permitido —como se puede ver en la figura P.3— unas caídas fortísimas y continuadas de los salarios en estos años. En tercer lugar, el ascenso de los sistemas de subvención a las empresas para la realización de los contratos con cargo a los ingresos por cotizaciones del sistema de Seguridad Social. Y por último, la elevación de la cobertura por desempleo, cuya caída ha sido tan pronunciada que ha causado un sensible deterioro en el crecimiento de los ingresos por cotizaciones.

			Es preciso ser conscientes de que, también para defender y sostener el sistema público de pensiones tal y como lo conocemos, es preciso volver al empleo de calidad, a la elevación sostenida de los salarios de acuerdo con la evolución de la productividad, a mejorar las prestaciones para los desempleados y a terminar con las subvenciones a los empresarios con cargo a los fondos de la Seguridad Social. De no hacerlo, solo nos quedará el recurso creciente a la tercera alternativa: la financiación parcial del sistema de pensiones con cargo a los impuestos. Una vía perfectamente posible y razonable, que en todo caso deberemos tener en cuenta de forma inevitable para hacer frente a los desafíos de largo plazo, como veremos enseguida. Un camino por el que deberemos transitar, también a corto plazo, en esta próxima legislatura porque, incluso aunque adoptáramos las decisiones necesarias para revertir las reformas laborales, corregir los elementos tradicionales de precariedad e inestabilidad laboral y todos los otros factores ya señalados que están limitando los ingresos por cotizaciones, cerrar la brecha entre ingresos y gastos de la Seguridad Social llevará un tiempo, y mientras tanto será preciso hacer llegar al sistema de pensiones recursos de los Presupuestos Generales del Estado.

			En ninguna parte está escrito que el sistema público de pensiones haya de financiarse exclusivamente con cotizaciones, máxime en un contexto en el que, como hemos visto, las bases de la contributividad (y la separación de fuentes) como principio de sostenimiento de dicho sistema han sido ampliamente erosionadas a lo largo de los años desde la política económica general y la política laboral en particular. No obstante, el recurso a los impuestos para financiar el sistema público de pensiones no debería hacerse sin al mismo tiempo adoptar las medidas necesarias para impedir e invertir el proceso de debilitamiento de los ingresos por cotizaciones como vía natural de financiación de las pensiones.

			Los problemas de largo plazo del sistema de pensiones español y sus soluciones

			El problema demográfico, que se manifestará a largo plazo, comenzando en torno a 2040 y finalizando alrededor de 2060, no tiene que ver, aunque se simultanee, con el alargamiento de la esperanza de vida, sino con que en España hubo un baby boom más tardío e intenso que en otros países, seguido de un hundimiento de la natalidad también más profundo que en otros países. Como consecuencia, en términos de proporción de la población total, estará jubilada la generación más nutrida de nuestra historia, y en ese momento estará trabajando la generación más pequeña de nuestra historia.

			A menudo se dice que el problema es el envejecimiento, pero cuando con ello se pretende hacer hincapié en el aumento de la esperanza de vida, en la prolongación de los años de vida tras la jubilación, se está intentando confundir: la esperanza de vida tras los 65 años continuará aumentando, desde luego, pero lentamente. La mayor parte del proceso de incremento de la esperanza de vida se ha producido ya a lo largo de los últimos treinta años, y el proceso seguirá, pero de forma más lenta. Lo verdaderamente relevante desde el punto de vista demográfico es, como se ha dicho, el tamaño comparado de las cohortes jubilada y activa en ese momento histórico.

			El problema es, por tanto, que hay que pagar un volumen de pensiones que si, como se debería, se derogan los recortes realizados, supondrá entre el 13 y el 14 % del PIB. Este porcentaje no es excesivo ni imposible de asumir porque hay países importantes (Alemania, Austria, Francia, etc.) que hoy ya están dedicando cifras similares a sufragar sus pensiones y no han sufrido ninguna hecatombe: es simplemente una cuestión de redistribución de los recursos.

			Sabemos bien que hay quien aprovecha esa coyuntura demográfica temporal (2040-2060), transitoria, por tanto, para intentar convencernos de la imposibilidad de sostener el sistema público de pensiones y presionar para que este se cambie en cualquiera de las formas posibles: bien se le transforme directamente en uno privado de capitalización, o en uno mixto —cuentas nocionales—, o que las pensiones públicas se reduzcan a cuantías mínimas para que el que pueda se pague una pensión privada complementaria.

			Pero si nos olvidamos de esos planteamientos interesados y nos situamos entre los partidarios de la redistribución de un PIB (mucho mayor que el actual) para pagar pensiones que mantengan el actual nivel de vida de los pensionistas (o lo mejoren), tenemos que determinar de dónde deben provenir los recursos para financiar la parte del sistema de pensiones que no alcance las cotizaciones de esa cohorte reducida que estará trabajando.

			Con las previsiones actuales, las cotizaciones (con el máximo nivel de empleo, parecido al que hoy en día tienen los países escandinavos, y salarios decentes) no sobrepasarán mucho el 9-10 % del PIB. La entrada de inmigrantes resulta imprescindible, pero no para pagar las pensiones, sino para mantener el nivel de vida del conjunto de la población, porque de otra forma tampoco sería posible evitar que la producción y la renta nacional se redujeran, lo que resulta difícil de concebir. En consecuencia, el desfase inevitable entre ingresos y gastos del sistema de pensiones requerirá durante esos años aportaciones complementarias por la vía de los impuestos. No hacerlo significaría condenar al sistema público de pensiones a una reconversión hacia un sistema de pensiones mínimas, abriendo un amplio camino, eso sí, a los sistemas privados.

			En definitiva, negarse a la búsqueda de fuentes de financiación impositivas complementarias a las cotizaciones, en ese período de desequilibrio demográfico al que nos hemos referido, no solo es una ceguera cuando se defiende el sistema público de pensiones español sino que sobre todo es un test para reconocer aquellas otras posiciones que apuestan por debilitar el sistema, por recortar sus prestaciones y por favorecer los fondos privados.

			Pero, además, cabe preguntarse por qué no podemos contar con recursos que provengan de la fiscalidad cuando tenemos una recaudación de los impuestos que es de las más bajas de la UE. Los países europeos más desarrollados, los nórdicos, han decidido obtener una recaudación tributaria muy elevada para poder disponer de un Estado de Bienestar muy amplio y completo y de bajos niveles de desigualdad. De otra forma no lo habrían logrado. Elevados impuestos y una carga fiscal fuertemente redistributiva.

			¿Es que no podemos parecernos a los países nórdicos o al menos a los demás europeos en los niveles de recaudación fiscal? Si lo lográramos, dispondríamos de entre seis y diez puntos más del PIB en ingresos públicos. Y entonces simplemente no estaremos hablando del problema de la financiación de las pensiones, ni tampoco del aumento del gasto sanitario y la atención de la dependencia, es decir, de todo el gasto vinculado a una situación demográfica en la que la proporción de pensionistas sea temporalmente muy elevada.

			Por otro lado, a la postre no hay sustanciales diferencias en cuanto a que se financien las pensiones con cotizaciones o con cualquier otra forma de fiscalidad (porque las cotizaciones también son fiscalidad), aunque cada fórmula entraña unas consecuencias. Por ejemplo, las cotizaciones son esencialmente rentas del trabajo, y las demás rentas no pagan ni aportan nada. Analizado en estos términos, las cotizaciones son la forma menos redistributiva de financiar las pensiones (recordemos que así se financiaba hasta hace no demasiado tiempo la sanidad: los trabajadores financiaban con sus cotizaciones la sanidad de todos, incluidos los poseedores de capital, los rentistas y todos los que no cotizaban, que son precisamente los más ricos).

			A ello se une el agravante de que los salarios son una parte decreciente de la renta nacional, de que las tendencias precarizadoras desde hace un cuarto de siglo y la devaluación salarial actual están mermando los salarios... y las cotizaciones.

			En definitiva, lo que viene sucediendo es que los incrementos de la productividad revierten cada vez menos en los salarios y en financiar por la vía de las cotizaciones el sistema de pensiones. Si esos incrementos de la productividad van a parar cada vez más a las rentas empresariales y de la propiedad (porque los salarios reales no crecen, o lo hacen muy por debajo de la productividad), y si las rentas de las empresas y del capital se llevan una parte creciente de la productividad general y del reparto de la renta, poniendo de esta forma en cuestión las bases originarias del sistema público de pensiones, por qué no van a aportar también para financiarlas.

			Las cotizaciones, en suma, no alcanzarán, son menos redistributivas (redistribución dentro de una misma clase social) que los impuestos directos y tienen efectos contrarios al empleo y la competitividad. Por supuesto, hay que mantenerlas y lograr que sean mayores consiguiendo que haya los máximos empleos posible y con los mejores salarios, pero no son la solución por sí solas.

			La solución, la respuesta al mantenimiento de las pensiones, es la redistribución social. No existe una ley universal que afirme que en todo momento histórico las pensiones serán nada más que lo que paguen los asalariados. La sociedad ha de mantener a sus mayores y hacer frente a la situación histórica de que habrá una generación muy grande de jubilados que han trabajado y han hecho progresar y avanzar la renta de este país, y eso es lo que van a recibir las generaciones venideras, es su herencia: un país más próspero, con mucho capital productivo y social y con un nivel de vida muy superior al que encontraron sus padres. El PIB por habitante que recibirán se ha multiplicado por varias veces en términos reales durante el período productivo de las generaciones que estarán jubiladas. Con ese PIB, y las cotizaciones sociales y los impuestos que se pagan en la media europea, se pueden pagar las pensiones.

			RAÚL ARZA

			Presidente de la Fundación Juan de los Toyos Fundaczioa
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			LOS DERECHOS POSLABORALES. DESIGUALDADES DE GÉNERO


			María Ángeles Durán1

			Resumen

			A partir de los 65 años la situación económica de hombres y mujeres sufre un cambio importante, que obliga a reflexionar sobre conceptos clave de la economía y sociología tales como producción, riqueza, desigualdad o pobreza. Según las encuestas de uso del tiempo del INE y otras fuentes, la carga total diaria de trabajo de las mujeres supera en una hora la de los hombres durante todo el ciclo vital y se acentúa en la edad poslaboral. Los varones abandonan el mercado de trabajo y reciben en su mayoría pensiones contributivas superiores al salario mínimo. Por tradición cultural, contribuyen escasamente al trabajo no remunerado de los hogares. Las mujeres reciben pensiones más bajas que los hombres (29 % más bajas) en todas las comunidades autónomas y las desigualdades son mayores en las más industrializadas y ricas. Una proporción importante no tiene pensión ni ingresos propios, y sin embargo continúa prestando una contribución esencial para el bienestar colectivo mediante el trabajo no remunerado del cuidado a todos los miembros de su familia. Los hogares actúan como reductores de la desigualdad monetaria, pero perpetúan la desigualdad en el acceso al tiempo para uno mismo. La demanda de trabajo para cuidados se incrementará en los próximos años por el envejecimiento demográfico, por lo que la búsqueda de un modo justo de repartir la carga es un reto urgente, tanto intelectual como político.

			Palabras clave: pensiones públicas, uso del tiempo, género, trabajo para cuidados, trabajo no pagado.

			Summary

			From 65 years the economic situation of men and women has a major change, which requires us to reflect on key concepts of economics and sociology, such as production, wealth, inequality and poverty. According to surveys of time used from INE and other sources, the total daily workload of women is an hour more than men throughout the life cycle and that diffe-rence is accentuated in the post working age. Males leave the labor market and mostly get contributory pensions above the minimum wage. By cultu-ral tradition, they bring little in the unpaid work of households. Women receive lower pensions than men (29 per cent lower) in all the Autonomous Communities, and inequalities are greater in the more industrialized and rich communities. A significant proportion of women have no pension or own income, and yet they continue to assume an essential contribution to the collective welfare through unpaid care to all family members. Households act as reducing monetary inequality, but perpetuate inequality in access time for oneself. The demand for care work will increase in the co-ming years by the aging population, so finding a fair way to spread the load is an urgent challenge, both intellectually and politically.

			Key words: public pensions, time use, gender, care work, unpaid work.

			1.1. De la intervención oral al texto escrito2


			El origen de este artículo fue una ponencia presentada en las jornadas sobre «Situación y futuro de las pensiones públicas», promovida por la fundación Francisco Largo Caballero, la fundación Juan de los Toyos y el Gobierno Vasco. Tuvo lugar en Bilbao, en abril del año 2016, y en ella participaron como ponentes una docena de responsables de políticas públicas laborales o de la Seguridad Social, representantes de organizaciones sociales e investigadores. Aunque el tema general eran las pensiones públicas, habíamos convenido previamente que yo me referiría a todas las desigualdades entre mujeres y hombres en el período poslaboral.

			Los asistentes eran en su mayoría personas vinculadas con movimientos sindicales. Predominaban en la audiencia los varones de edad intermedia y madura, que desempeñaban o habían desempeñado cargos de representación sindical, muchos de ellos de la Comunidad Autónoma del País Vasco, y por ende mayoritariamente relacionados con la producción industrial y las empresas de tamaño medio y grande. Pesaba en el ambiente el dictamen del Comité de Expertos sobre Sostenibilidad de las Pensiones y sus previsibles consecuencias políticas, así como otro informe de la fundación Alternativas sobre Desigualdad 2015 y otros estudios recientes e informes internacionales (Jiménez-Martín, Vilaplana y Viola, 2016).

			El informe del Comité de Expertos sobre sostenibilidad de las pensiones se refiere de modo constante al factor de equidad generacional, pero en ningún momento cuestiona el factor de equidad de género por considerarlo al margen de su cometido. No obstante, señala que sus propuestas «no prejuzgan que la sociedad española decida insuflar al sistema de pensiones recursos económicos de unas u otras fuentes» (Informe del Comité de Expertos sobre Sostenibilidad de las Pensiones, 2013). En el informe sobre desigualdad de la fundación Alternativas (Ayala, 2015) no aparecen mencionadas las desigualdades por género. Sí son objeto constante de referencia en el informe del Observatorio social de las personas mayores Para un envejecimiento activo de la fundación 1 de Mayo, que se estaba preparando en aquel momento y se ha publicado en septiembre de 2016.

			La decisión de publicar las ponencias fue posterior a la celebración del evento. El lenguaje utilizado durante las jornadas, la estructura misma de las intervenciones y los debates que les siguieron respondían a una voluntad de comunicación e intercambio de ideas, en un clima de proximidad y deseo de diálogo que difícilmente se traslada a un texto escrito, en el que la audiencia no mantiene contacto visual ni puede reaccionar inmediatamente a lo expuesto mediante la gestualidad o la propia palabra. Aunque no sean excluyentes, la exposición oral ante una audiencia de activistas y el texto publicado en una editorial académica tienen objetivos distintos: la primera ofrece información y resalta las aristas de cada perspectiva para contribuir a facilitar la toma de decisiones; en definitiva, la acción. El texto, escrito y publicado tiempo después de una intervención cara a cara, ya no tiene la acción como objetivo inmediato; su ámbito es el análisis y la discusión principalmente intelectual; los argumentos no se simplifican para hacerlos más sencillos sino todo lo contrario, se exploran los contornos de cada concepto buscando profundidad, aunque con ello se pierda facilidad de identificación.

			Ambas formas de comunicación se desarrollan sobre un soporte emocional distinto: en las publicaciones académicas el tono emotivo hay que contenerlo dentro de límites muy estrictos. En las jornadas mixtas de activismo e investigación, o de investigación y política, los componentes emocionales son un capital de la máxima importancia, pues sobre él se apoya la capacidad de comunicación, y parte del logro de la adhesión a las ideas expuestas y a las acciones que se proponen. También son distintos los horizontes temporales de investigadores y activistas; dilatados y lentos los primeros, más urgentes y cortoplacistas los segundos. El investigador pone sus mejores capacidades en el empeño de plantear correctamente las situaciones y los problemas, se mueve en niveles muy generales y abstractos, mientras que para el activista el esfuerzo se concentra en resolver los problemas, con frecuencia acotándolos a ámbitos más reducidos e inmediatos que quedan dentro de su capacidad real de incidencia.

			Quizá la palabra que mejor define estas diferencias es «¡¡Compañeros!!», que se escucha frecuentemente en el contexto sindical o asociacionista pero rara vez en el académico; en ella se resume el sentimiento de comunidad, de un «nosotros» que engloba al que habla y al que escucha, en una consciencia de situaciones compartidas, hondas, en las que todos resultan igualmente afectados por los cambios presentes y por venir.

			También pesaba, aunque más diluido por el transcurso del tiempo, un informe publicado conjuntamente en 2011 por la fundación Francisco Largo Caballero y el Ministerio de Empleo y Seguridad Social y dedicado al Sistema público de pensiones de jubilación. Desafíos y respuestas, coordinado por J. Frades, al que varios participantes aludieron.

			Hay muchos viajes de ida y vuelta entre los textos académicos y las intervenciones ante activistas sociales. Ni los unos ni los otros nacen de cero en el momento en que se dan a luz: es frecuente un paso previo, embrionario, por fases de presentación pública y fases de desarrollo intelectual de forma individual, de las que van emergiendo ideas y valores que tanto deben a las unas como a las otras. En el proceso de escribir o hablar, autor y audiencia están ligados inseparablemente. Incluso de forma individual, el autor recuerda lo que leyó, oyó y sintió, y su discurso queda marcado por ello. Tampoco, ni siquiera queriéndolo, puede evitar la influencia de la posible audiencia que le leerá, juzgará y se adherirá al texto que va a nacer o lo rechazará.

			Si estoy dedicando tantas líneas a la presentación es porque, en este caso, no se trata de un texto nacido en el contexto académico. Fue pensado para una exposición oral, ante un público diferente —aunque no desconocido— de aquel con el que habitualmente interactúo, y era precisamente esa condición la que lo dotaba del mayor atractivo. Ya he dicho que entre los asistentes era muy escasa la presencia de mujeres: en toda mi vida solo recordaba una ocasión (una conferencia para militares de la OTAN) en que la proporción era aún más baja.

			El grado en que un autor es consciente de la influencia de las exposiciones previas de sus ideas ante diferentes públicos o audiencias es variable. En ocasiones apenas dedica atención a este recuerdo, mientras que en otras le exige, quiéralo o no, un papel importante. Cuando el autor se sitúa en un contexto inhabitual, el discurso se enfrenta al desafío de lo desconocido, a la incógnita de la reacción ante un contenido conceptual que la audiencia no está acostumbrada a recibir y en un entorno emocional para el que tampoco dispone de claves. Por decirlo en otras palabras: los contextos no habituales son una oportunidad y un riesgo para quien emite el mensaje y para quien lo recibe. Son una oportunidad para la expansión de ideas y valores, pero también un riesgo cuyas probabilidades de éxito o fracaso se anticipan.

			Cuando se convocaron las jornadas, estaban recientes varios trabajos míos (Durán Heras, 2014a, b y c) y la situación de hombres y mujeres en edad poslaboral no había variado sustancialmente desde entonces. Preparé la ponencia casi diría que con mimo. Pormenoricé y puse al día las estadísticas básicas, pero desde el primer momento fui consciente de que la innovación no vendría del estricto contenido del discurso, sino de la oportunidad de presentarlo ante una audiencia muy específica, muy motivada socialmente y con un moderado interés por las cuestiones de género. Asistí a las sesiones de principio a fin y tomé notas de ponencias y diálogos. Los otros ponentes se movieron con soltura en campos complejos que conocían muy bien: eran palpables la cultura de la negociación y la vivencia personal de lo que relataban como testigos o partícipes desde la primera fila. Aunque nadie usó estas palabras, flotaba en el ambiente una referencia implícita a la ética y a la épica de la actividad sindical. Yo tuve la impresión, quizá equivocada, de que todos hablaban de lo mismo, aunque fuese desde posiciones opuestas. Se discutían puntos de negociación, pero dentro de un marco general de interpretación común. No era mi caso, y sentí que conceptualmente me movía en un orden de interpretaciones distinto, más parecido a una enmienda a la totalidad, aunque sin aportación de alternativas concretas para someterlas a examen. Aprendí de lo que se dijo y, sobre todo, de lo que percibí que se sentía aunque no se dijese. De lo que se dijo pude tomar notas fidedignas y reproducirlas. Pero de lo que se quiso decir o hacer, que es lo realmente importante, y, más aún, de lo que no se quiso ni decir ni hacer solo me caben interpretaciones no sometidas a contraste.

			Si el lector se toma la molestia de ver el programa originario de las jornadas, comprobará que la ponencia sobre desigualdades de género estaba situada al final. En todas las jornadas y eventos hay una gradación de tiempos y un adelgazamiento de las presencias a medida que el evento se desarrolla. El programa había discurrido sin sobresaltos durante un día y medio, con un ritmo pautado de intervenciones predominantemente políticas en que los ponentes se esforzaban por mostrar las conexiones entre lo inmediato y lo general, y se alternaban con otros de perfil más académico que hacían lo posible por situarse en la línea fronteriza con la política al adelantar las consecuencias sociales de lo que sus argumentos o cifras implicaban. Cuando llegó mi turno, parte de los destinatarios ya habían agotado la dedicación al evento, al compromiso de escuchar u opinar; pero aún quedaban suficientes como para mantener la ilusión de que la siembra (¿intelectual, social?) de mi exposición pudiera dar fruto. En el diálogo posterior, que fue rico y cálido, los asistentes plantearon algunas propuestas concretas, como la de que todas las mujeres en edad de jubilación recibieran una pensión de 1.080 euros mensuales como desagravio histórico y para subsanar las actuales desigualdades de renta. No me quedó otro remedio que apuntar a las bases presupuestarias de esa medida (¿de dónde se sacarían tantos millones de euros?, ¿quién los pagaría?) y considerarla imposible de llevar a la práctica sin un cambio revolucionario. Pero me habría gustado continuar con el debate, examinar más a fondo las propuestas y dedicar también algunos minutos a los cambios en la fiscalidad de las viviendas, que tradicionalmente fueron el auténtico plan de ahorros de las familias para la edad tardía pero en años recientes han sufrido un acoso fiscal sin precedentes.

			A los resistentes al abandono que aguantaron hasta el último minuto, y al organizador que me convocó, les dedico estas palabras ahora transformadas en escritura. Han cumplido el viaje de ida y vuelta, y no descarto, más bien espero, que en fecha no lejana vuelvan a convertirse en diálogo presencial. Ojalá sirvan para llevar a la agenda pública cuestiones que afectan a más de la mitad de la población española y sin embargo siguen permaneciendo casi invisibles.

			1.2. Trabajo y empleo no son sinónimos

			Aunque pudieran parecer lo mismo, trabajo y empleo no son sinónimos. El empleo es solo una de las formas del trabajo, y hay muchos trabajadores que no tienen empleo y no por eso dejan de ser trabajadores. El empleo es una forma específica de trabajo en la que el trabajador intercambia su actividad por una remuneración. Esta distinción es clave para entender la posición de los trabajadores de edad avanzada y las desigualdades entre ellos, especialmente las desigualdades entre hombres y mujeres.

			A nivel mundial, hay más trabajadores sin empleo que trabajadores con empleos remunerados. Lo mismo sucede en España. Y lo mismo sucede en el País Vasco y en Bilbao, la ciudad que acogió las jornadas en que se presentó esta ponencia. La definición estadística de trabajador y de trabajador con empleo puede hacerse de muchas maneras, y cada una de ellas responde a unos intereses específicos y tiene consecuencias importantes en el plano social, económico y político.

			La EPA define como ocupados a quienes han trabajado con remuneración al menos una hora la semana anterior a la realización de la encuesta. Según esta misma fuente, el número de mujeres inactivas que no buscan empleo por estar dedicándose a cuidar a familiares es veinte veces mayor que el de los hombres inactivos que no buscan empleo (INE, 2016a). Hay penuria de datos sobre el trabajo no remunerado, especialmente el trabajo de cuidado. Sin proponérselo, la EPA es precisamente un elemento de invisibilización del trabajo no remunerado por la desproporción entre el interés que presta a este tipo de trabajo y el que muestra por el trabajo remunerado. Nada menos que el 58 % de las mujeres mayores de 55 años se escapan de los criterios de clasificación de la EPA, por lo que resultan clasificadas como «inclasificables» o responden que su conducta de no buscar empleo obedece a «otros motivos». En 1995 la Plataforma de Acción de la Conferencia de Naciones Unidas de Pekín estableció la necesidad de elaborar estadísticas e indicadores que integrasen la participación del trabajo no remunerado en el marco de análisis macroeconómico de cada país. España se adhirió, pero posteriormente no ha hecho grandes avances para conseguirlo.

			1.3. Cuatro formas de producción para una misma economía

			Es frecuente referirse a la economía española como si toda ella perteneciese a un mismo sistema de producción, la economía capitalista avanzada. En realidad, la economía española en su conjunto, e igualmente las del País Vasco y cualquier otra comunidad autónoma, son economías mixtas en las que interactúan cuatro modos de producción:

			1.La producción para el mercado.

			2.La producción de los hogares.

			3.La producción de las Administraciones Públicas.

			4.El voluntariado.

			El trabajo se reparte de modo desigual entre estos cuatro modos de producción. El empleo se concentra en la producción para el mercado y para las Administraciones Públicas, y se destina a generar bienes y servicios. En la producción para el mercado rigen reglas de intercambio libre, al menos en teoría. Y también en teoría, los trabajadores son libres de aceptar las condiciones que les ofrezca el mercado laboral. La negociación de salarios y demás condiciones, incluidas las futuras pensiones, se realiza entre representantes del capital y de los trabajadores. Los sindicatos y demás asociaciones de trabajadores son el principal instrumento de negociación de las condiciones de trabajo. Por edad, los trabajadores para el mercado son mayores de 18 años y menores de 65. La mayoría de los trabajadores que trabajan para el mercado laboral dedican también algún tiempo diariamente al trabajo no remunerado en los hogares. Tanto la proporción de trabajadores como el número de horas dedicadas a este otro tipo de trabajo son mayores entre las mujeres que entre los hombres.

			Los hogares son centros de producción de bienes y servicios, pero en las sociedades desarrolladas casi han perdido la función de producción directa de alimentos u objetos. El tamaño de cada hogar es pequeño, pero en su conjunto en España son dieciocho millones y medio de unidades de producción de servicios (18.426 hogares), en los que se concentra la mayoría del trabajo no directamente remunerado. El volumen de trabajo que producen los hogares (número de horas anuales) es mayor de lo que producen los tres restantes modos de producción conjuntamente, razón por la cual se le ha llamado «el gigante escondido»; a pesar de ello, con frecuencia este trabajo es ignorado por los analistas del trabajo. El uso internacional ha impuesto que se le llame «trabajo no remunerado», aunque sería más exacto llamarlo «no monetarizado». El trabajo no remunerado, si se toman los datos de la Encuesta de Uso del Tiempo del INE de 2010, tiene un valor equivalente al 75,94 % del PIB, si se valora al precio medio del trabajo asalariado, y al 46,55 %, si se valora como la categoría ocupacional más baja del mercado laboral. La mayor parte de este trabajo lo realizan las mujeres, y la pregunta de alto contenido político y social es si lo hacen porque lo desean o porque no tienen otra opción. A diferencia del mercado laboral, el trabajo no remunerado de los hogares carece de una estructura organizativa y de representación para la defensa de sus intereses o solución de conflictos internos y externos similar a la de los sindicatos de asalariados.

			En los hogares trabaja una proporción mayor de personas que han sobrepasado los 65 años que en la producción para el mercado o para las Administraciones Públicas. No todos los trabajadores que trabajan de forma no remunerada en los hogares han sobrepasado esta edad, pero sí una proporción importante, especialmente si se mide el número de horas dedicadas. Los hogares sustentados principalmente por personas mayores constituyen una alta proporción del total de hogares en España, el 27 %, aunque solo alberguen al 21 % de las personas. Los hogares sustentados por receptores de pensiones contributivas y no contributivas (jubilación, invalidez, viudedad) constituyen ya más de un tercio de los hogares españoles y en ellos reside el 26 % de la población.

			Dados el envejecimiento y el aumento de la esperanza de vida de la población española, es previsible que la cantidad de trabajadores y de trabajo no remunerado desarrollado en los hogares crezca en los próximos años, tanto en volumen como en proporción respecto al empleo o trabajo remunerado. Las estimaciones del consumo de trabajo no remunerado para el cuidado, realizadas con la escala Durán a partir de las proyecciones demográficas, fijan un aumento del 6 % entre 2015 y 2023 en la carga del trabajo que soportará la población de 15 a 65 años, pero el incremento más espectacular será el debido al consumo de la población de 65 a 80 años, que crecerá un 25 %, y al de la población mayor de 80 años, que crecerá un 21 %. Es un plazo muy breve, y la adopción de medidas no puede retrasarse. En este último grupo de edad, que tiene rentas muy bajas, son las mujeres quienes se hacen cargo principalmente del cuidado no remunerado. Si no se arbitran servicios públicos, además de una mayor participación de los varones y las generaciones jóvenes, la carga del cuidado será asfixiante.

			Aunque la mayor parte de los pensionistas son jubilados, y aunque la mayor parte de los pensionistas y de los jubilados son personas mayores, las tres categorías no son intercambiables. Las principales pensiones son las de jubilación, invalidez y viudedad. Los inactivos por enfermedad propia son igual de numerosos entre hombres y mujeres. Sin embargo, el número de varones inactivos por haberse jubilado duplica el de las mujeres por el mismo motivo. La viudez, en cambio, es una causa de percepción de pensiones mucho más numerosa entre las mujeres que entre los varones, tanto por razones demográficas como administrativas. Las mujeres empiezan a recibir pensiones más jóvenes que la media de los varones, porque se trata en esos casos principalmente de pensiones de viudedad.

			Como ya hemos dicho, las Administraciones Públicas son similares a cualquier otro centro de economía de mercado en lo que se refiere a la contratación de trabajadores, y son pocas las diferencias que separan a los trabajadores de las Administraciones Públicas de los trabajadores de empresas privadas. Sin embargo, las Administraciones Públicas tienen una enorme importancia para los trabajadores que han abandonado el mercado laboral. No como productores de trabajo, sino porque es a través de ellas como reciben la mayor parte de sus ingresos (pensiones) y servicios no monetarizados, tales como los servicios sanitarios y sociales. La Administración Pública, y no las empresas, es el principal interlocutor económico de los jubilados. La relación de los jubilados con las empresas se dirige sobre todo al control de los precios de los productos para el consumo directo. A la Administración Pública le demandan los ingresos en forma de pensiones, el control de la erosión producida por la inflación y mayores cobertura, calidad, gratuidad o semigratuidad de los servicios que la Administración Pública proporciona directamente.

			El trabajo gratuito de voluntariado registra en España un volumen proporcionalmente inferior al que tiene en otros países con un grado de desarrollo económico similar, debido sobre todo a que es dentro de la familia extensa donde se realizan la mayoría de las donaciones de tiempo. La participación de los jubilados en este tipo de producción es mayor que en otros grupos de edad, aunque desciende considerablemente a partir de los 75 años por razones de salud. La proporción de mujeres implicadas en el voluntariado es mayor que la de hombres, pero le dedican menos horas porque, en general, disponen de menos tiempo libre y tienen en cambio más obligaciones familiares.
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